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Sobre: Sin 

Jurisdicción 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Ortiz Flores, el Juez 

Rivera Torres, la Juez Rivera Pérez y el Juez Campos Pérez 
 
Campos Pérez, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de agosto de 2024. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones la parte 

recurrente, Sr. James Hurd Quiñones (señor Hurd Quiñones), y 

nos solicita la revisión de la Resolución emitida por la Comisión 

Industrial de Puerto Rico (Comisión) el 30 de mayo de 2024, 

notificada el 13 de junio de 2024. En la aludida determinación, la 

Comisión se declaró sin jurisdicción para atender la apelación del 

recurrente. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

acordamos desestimar el recurso por falta de jurisdicción.  

I. 

Según surge del expediente ante nos, el señor Hurd Quiñones 

alegó que, el 4 de mayo de 2018, fue intervenido quirúrgicamente de 

la espalda (cirugía lumbar), como parte de los servicios médicos 

brindados por la Corporación del Fondo del Seguro del Estado 

(CFSE). Afirmó, además, que la CFSE le provocó un daño mayor. 

Conforme sus propios dichos, luego de la operación de la espalda en 

el Hospital Industrial, le comenzó un fuerte dolor en la rodilla 
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derecha. Aun cuando dijo desconocer la razón de la dolencia, explicó 

que pudo deberse a que le torcieron la rodilla durante la 

transferencia de una camilla a otra mientras estaba bajo los efectos 

de la anestesia. Por este incidente, se inició una investigación, en la 

cual el señor Hurd Quiñones prestó declaración el 28 de junio de 

2018.1  

Posteriormente, el 20 de mayo de 2019, notificada el día 27 

siguiente, la CFSE remitió al recurrente su Disposición.2 Indicó que 

el recurrente había recibido el máximo de beneficio del tratamiento, 

por lo cual se le otorgó el alta definitiva. Además, en el formulario, 

la CFSE marcó el encasillado Sin Incapacidad; así como el No 

Relacionado al referirse al esguince de la rodilla derecha, con 

sospecha de accidente intercurrente al momento de la cirugía de 

espalda.  

Insatisfecho, el señor Hurd Quiñones presentó una Apelación 

ante la Comisión.3 En lo que nos compete, aseguró que la fecha de 

presentación fue el 5 de junio de 2019 y que la misma no fue 

devuelta por el correo. Sin embargo, la primera página del recurso 

que obra en el expediente tiene un sello del ente apelativo 

fechado el 18 de julio de 2019. Asimismo, al día siguiente de la 

presentación registrada, la Comisión envió una misiva dirigida a la 

representación legal del recurrente con unas instrucciones.4  

Así las cosas, luego de solicitar la celebración de una vista el  

17 de agosto de 2023,5 la audiencia se celebró el 9 de mayo de 2024, 

a los fines de atender el aspecto jurisdiccional. Al concluir el 

cónclave, la Comisión se declaró sin jurisdicción y ordenó el cierre y 

archivo de la causa, mediante la Resolución aquí recurrida.6 En la 

 
1 Apéndice, Anejo 2. 
2 Apéndice, Anejo 3. 
3 Apéndice, Anejo 4. 
4 Apéndice, Anejo 5. 
5 Apéndice, Anejo 6. 
6 Apéndice, Anejo 1. 
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decisión administrativa impugnada, se consignaron las versiones de 

las partes, el señor Hurd Quiñones y la CFSE, a las que hemos 

impartido énfasis. 

Por la parte recurrente, se expuso lo siguiente: 

La licenciada [Lilia] Quiñones Fuentes7 planteó que 
estaba ahí presente para que este Honorable Foro 

entienda la situación y le conceda los privilegios que 
propulsa el Asegurador para beneficio de los lesionados. 

[…] Dialogó con la compañera del Asegurador, que le 
había solicitado una certificación de la notificación a 
esos asuntos. Solicitó que el caso fuera referido a mayor 

tratamiento o a la sala que determina incapacidad. Esa 
era su posición. Reconocía su error y trató de corregirlo 

oportunamente. 
. . . . . . . . 

A preguntas de la Comisionada, sobre si tenía el 

documento que trajo el 5 de junio ponchado, la 
licenciada Quiñones Fuentes contestó que el ponchado 
no, no sabía por qué. Porque se lo devolvieron como 

no recibido porque no cumplía con los requisitos de 
forma. Al ella recibirlo, ahí es que se traslada a la 

Comisión Industrial. (Énfasis nuestro). 
 

De otro lado, la CFSE expuso lo que sigue: 

La licenciada [Ana] Pérez Nieves8 informó que la 
decisión que se apeló es el alta del 20 de mayo de 2019, 

notificada a las partes al lesionado y la abogada según 
la certificación de la notificación de la misma, el 27 de 

mayo de 2019. La moción presentada por la parte, la 
que [sic] presentación en la apelación tiene fecha de 
haberse notificado en esa fecha que se preparó, 5 de 

junio o en los días siguientes, que hubiese estado en 
jurisdicción. El problema es que en la Comisión 

Industrial por lo menos el sello que tenía de [sic] la copia 
que menciona es que se recibió el [1]8 de julio de 2019 

expirado ya el término de 30 días jurisdiccional, que es 
fatal para que se considere que se puede entrar en los 
méritos de la misma. […] 

Señaló la licenciada Pérez Nieves que ella indicaba que 
fue a radicarla y que se la devolvieron, pero no se la 
poncharon aparentemente la primera vez que la 

sometió. La situación que surge es que estaba 
recibida en la Comisión Industrial pasado el término 

de treinta (30) días y el término jurisdiccional es 
fatal. La misma Comisión Industrial es la que lo señala 
sin jurisdicción porque se da cuenta de que el caso está 

sometido fuera de fecha. La decisión como se indica fue 
notificada el 27 de mayo [de 2019]. La apelación fue 
preparada en tiempo suficiente porque del 27 de mayo 

al 5 de junio fue rápido. El problema es que 
aparentemente si la envió por correo y por alguna 

razón no llegó no excusa, no es imputable solamente 

 
7 La Lcda. Quiñones Fuentes representó al recurrente.  
8 La Lcda. Pérez Nieves representó a la CFSE. 
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a la parte. Por tanto, no se da por recibida por el 
propio reglamento de la Comisión Industrial que es 

cuando se recibe en la Comisión. Si es que la 
recibieron y se la devolvieron, pero le hicieron algún 

señalamiento o le escribieron, pero no se sometió esa 
documentación y no sabía si del expediente de la 

Comisión Industrial surgía algo distinto de Secretaría. 
. . . . . . . . 

Señaló la licenciada Pérez Nieves que si la Comisión 
Industrial fue la que se lo devolvió porque no cumplía los 

requisitos de forma, pues aplicó su reglamento. (Énfasis 
nuestro). 

 
Ponderadas las posturas y la documentación pertinente, a la 

luz del ordenamiento jurídico aplicable, la Comisionada Jerymar 

Cabrera Molina explicó que se suponía que la apelación se 

presentara ante la Comisión. A su pesar, determinó que no tenía 

jurisdicción, toda vez que el recurso apelativo no fue presentado 

dentro del término jurisdiccional.  

No conteste, el señor Hurd Quiñones acudió ante este foro 

intermedio el 15 de julio de 2024 y esbozó los siguientes 

señalamientos de error: 

PRIMER ERROR: 
Erró la Comisión Industrial de Puerto Rico al concluir y 

resolver que la parte apelante radicó su recurso 
apelativo fuera de término sobre la Decisión del 

Administrador del Fondo del Seguro del Estado 
notificada el 27 de mayo de 2019, y que presentada 
fuera de término según dispuesto por la Ley 45 de 18 

de abril de 1935, según enmendada, conocida como Ley 
del Sistema de Compensaciones por Accidentes del 

Trabajo, 11 L.P.R.A. § et seq. Y al declararse carente de 
jurisdicción para intervenir en el mismo ordenando su 
cierre y archivo del recurso ante ellos. 

 
SEGUNDO ERROR: 

Erró la Comisión Industrial de Puerto Rico al negarse a 
darle al aquí apelante los beneficios de la Ley del 
Sistema de Compensaciones por accidentes del Trabajo 

actuando de forma en contra de sus propios actos, ya 
que el recurso fue radicado el 5 de junio de 2019, la 
Comisión dice 18 de julio de 2019 y sin haber señalado 

el caso hasta el 9 de noviembre de 2023, habiendo 
privado de esa forma al apelante de sus derechos a 

radicar una proceso de recidiva si hubiese actuado 
antes sobre la apelación radicada ante ello, o sea casi 
seis (6) años después; y que a nuestro entender muy 

respetuosamente éste entendemos tenía un 100% de 
incapacidad que le fue causada por el propio Fondo del 
Seguro del Estado. Privándolo del debido proceso de ley 

que le da la Constitución de Puerto Rico. 
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Acordamos eximir a la parte recurrida de presentar su alegato 

en oposición, en armonía con la Regla 7 (B) (5) de nuestro 

Reglamento. Como se conoce, la norma provee para que este 

Tribunal de Apelaciones prescinda de “términos no jurisdiccionales, 

escritos, notificaciones o procedimientos específicos”, ello “con el 

propósito de lograr su más justo y eficiente despacho”. 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 7 (B) (5). 

II. 

La Ley Núm. 45 de 18 de abril de 1935, Ley del Sistema de 

Compensaciones por Accidentes del Trabajo, 11 LPRA sec. 1 et seq. 

(Ley 45), es una legislación de carácter remedial que brinda ciertas 

garantías y beneficios a los trabajadores en el contexto de accidentes 

o enfermedades ocupacionales que ocurren en el laboral. Hernández 

Morales v. CFSE, 183 DPR 232, 240 (2011). Ello así, al dar 

cumplimiento a la Sección 16 del Artículo II de nuestra 

Constitución, la cual reconoce el derecho a todo trabajador a la 

“protección contra riesgos para su salud o integridad personal en su 

trabajo o empleo”. Art. II, Sec. 16, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. Para 

implementar la política pública estatuida, la Ley 45 creó dos 

organismos: la Corporación del Fondo del Seguro del Estado y la 

Comisión Industrial de Puerto Rico. En síntesis, la CFSE, a través 

de su Administrador, “es el foro primario donde se dilucida si un 

obrero es elegible o no a los beneficios que establece la ley”. Agosto 

Serrano v. F.S.E., 132 DPR 866, 874 (1993). Por su parte, la 

Comisión “es un organismo de carácter fundamentalmente 

adjudicativo y revisor”, con funciones cuasi-judiciales y cuasi-

tutelares para la investigación y la resolución de los casos en que el 

Administrador de la CFSE y el empleado lesionado no lleguen a un 

acuerdo. Id., pág. 875. 



 
 

 
KLRA202400378    

 

6 

En lo atinente a este caso, el Artículo 9 de la Ley 45, que versa 

sobre las apelaciones contra las decisiones del Administrador, 11 

LPRA sec. 11, dispone, en parte, lo siguiente: 

Si el obrero o empleado, o sus beneficiarios, no 

estuviesen conformes con la decisión dictada por el 
Administrador de la Corporación del Fondo del Seguro 
del Estado en relación con su caso, podrán apelar ante 

la Comisión Industrial dentro de un término de 
treinta (30) días después de haber sido notificados 

con copia de la decisión del Administrador, y el caso se 
referirá a un oficial examinador. […] (Énfasis nuestro). 
 

Cónsono con lo anterior, la Regla 9 de las Reglas de 

Procedimiento de la Comisión Industrial de Puerto Rico, Reglamento 

Núm. 7361 de 21 de mayo de 207, vigente a los hechos procesales 

que nos competen,9 establece la jurisdicción primaria de la 

Comisión. La norma procesal estatuye en lo pertinente que “[t]odo 

escrito de apelación bajo las causales donde la Comisión ostenta 

la jurisdicción primaria se presentará en la Secretaría, conforme 

a lo establecido en la Regla 6”. (Énfasis nuestro). La referida Regla 

6 regula la jurisdicción apelativa de la Comisión Industrial y dispone 

lo siguiente: 

Toda persona que resulte adversamente afectada por 
una Decisión del Administrador podrá apelarla ante la 
Comisión dentro del término de treinta (30) días, 

contados a partir de la fecha de la notificación de la 
misma. Este término es de carácter jurisdiccional. 

(Énfasis nuestro). 
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido jurisdicción 

como el poder o autoridad que ostentan los tribunales para 

considerar y decidir los casos y las controversias ante su atención. 

Beltrán Cintrón v. ELA, 204 DPR 89, 101 (2020), que cita a Torres 

Alvarado v. Madera Atiles, 202 DPR 495 (2019). Como se sabe, a 

diferencia de un término de cumplimiento estricto, “el término 

jurisdiccional es fatal, improrrogable e insubsanable, rasgos que 

explican por qué no puede acortarse, como tampoco es 

 
9 El 26 de mayo de 2023, se aprobaron las Reglas de Procedimiento de la Comisión 
Industrial de Puerto Rico, Reglamento Núm. 9464.  
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susceptible de extenderse”. (Énfasis nuestro). Martínez, Inc. v. 

Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 7 (2000). Es decir, el incumplimiento 

de un término jurisdiccional impide la revisión judicial. Soto Pino v. 

Uno Radio Group, 189 DPR 84, 92 (2013), que cita a Cruz Parrilla v. 

Depto. Vivienda, 184 DPR 393 (2012). 

Es norma reiterada que los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción, ya que no tenemos discreción 

para asumirla si no la hay. Por ello, las cuestiones relativas a la 

jurisdicción son privilegiadas y, como tal, deben atenderse y 

resolverse con preferencia y prontitud. La falta de jurisdicción no es 

susceptible de ser subsanada. Más aún, ante un cuestionamiento 

de falta de jurisdicción, estamos compelidos a auscultarla, toda vez 

que el planteamiento jurisdiccional incide directamente sobre el 

poder para adjudicar una controversia. Una sentencia dictada sin 

jurisdicción es nula en Derecho y, por lo tanto, inexistente. En 

consecuencia, una vez un tribunal determina que no tiene 

jurisdicción para entender en el asunto presentado ante su 

consideración, procede la inmediata desestimación del recurso 

apelativo de conformidad con lo ordenado por las leyes y los 

reglamentos. S.L.G Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 

882-883 (2007); Torres Alvarado v. Madera Atiles, supra, págs. 499-

500; además, Mun. de San Sebastián v. QMC Telecom, 190 DPR 652, 

660 (2014); Suffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005). Al respecto, 

la Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, autoriza a esta curia a desestimar un recurso apelativo, 

bajo el fundamento de falta de jurisdicción, estatuido en el inciso (B) 

(1) de la misma norma procesal.  

III. 

En la presente causa, el señor Hurd Quiñones alega que la 

Comisión erró al declararse sin jurisdicción; así como al negarle los 

beneficios de la Ley 45. Empero, como tribunal apelativo, en primer 
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lugar, estamos obligados a examinar si ostentamos jurisdicción para 

atender el recurso presentado. Veamos. 

Según esbozamos, la Comisión es el ente adjudicativo cuasi-

judicial que revisa en primera instancia las decisiones del 

Administrador de la CFSE. Tanto la Ley 45 como la reglamentación 

aplicable establecen un término jurisdiccional de treinta (30) días, a 

partir de la notificación de la determinación administrativa, para 

apelar ante la Secretaría de la Comisión.  

En este caso, la Decisión de la CFSE de 20 de mayo de 2019 

fue notificada al recurrente el 27 de mayo de 2019. Por tanto, el 

señor Hurd Quiñones tenía hasta el 26 de junio de 2019 para 

presentar el recurso apelativo en la Secretaría de la Comisión, junto 

con la copia de la Decisión de la CFSE. El plazo jurisdiccional es 

improrrogable. Sin embargo, conforme surge del expediente que 

revisamos, la Apelación instada ante la Secretaría de la 

Comisión se presentó el 18 de julio de 2019. Esto es, 52 días 

posteriores de la notificación de la determinación que se pretendía 

impugnar.  

En la audiencia administrativa, la CFSE y el recurrente, 

debidamente representados por sus abogadas, tuvieron la 

oportunidad de expresar las razones por las cuales se apeló 

tardíamente. Sin embargo, al aplicar el mandato de la Ley 45 y la 

reglamentación a la que la Comisión está obligada a dar 

cumplimiento, correctamente la Comisionada se declaró sin 

jurisdicción.  

En suma, al revisar el tracto procesal del caso, según se 

desprende de la Resolución recurrida y la documentación anejada, 

colegimos que el señor Hurd Quiñones apeló tardíamente la 

determinación emitida por la CFSE ante la Secretaría de la 

Comisión, tal como dictaba el entonces Reglamento Núm. 7361. La 

demora no sólo privó de jurisdicción a la agencia recurrida, sino 
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también a este foro intermedio judicial. En consecuencia, sólo 

procede la desestimación del recurso de revisión judicial, al palio de 

la Regla 83, supra, de nuestro Reglamento.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se desestima el recurso por 

falta de jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


